
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RESPONSABILIDAD MÉDICA / ELEMENTOS: DAÑO, CULPA Y RELACIÓN CAUSAL / RÉGIMEN DE CULPA PROBADA / CARGA PROBATORIA DEL DEMANDANTE / DEBE DEMOSTRAR LA CULPA Y LA RELACIÓN CAUSAL / INSUFICIENCIA DE LA HISTORIA CLÍNICA PARA PROBAR LA MALA PRAXIS DEL MÉDICO.
… la responsabilidad civil médica comporta la concurrencia de varios elementos: la acción o la omisión por parte del galeno en el ejercicio de su profesión; el daño padecido por el paciente o, en general, por las víctimas, la culpa o el dolo y la relación causal entre una y otro; y si ella es contractual, por supuesto, es menester acreditar su fuente. 

Y que, por regla general, como el médico adquiere un compromiso de actuar dentro de los postulados legales y de la ciencia propia, de antaño se admite que su actividad involucra obligaciones de medio y no de resultado, a pesar de que, excepcionalmente, el galeno se pueda comprometer con este… 

Por tanto, lo normal es que quien demanda el resarcimiento de unos perjuicios derivados de una actividad de este tipo, deba probar la culpa. (…)
Eso tiene qué ver con la regla de la necesidad de la prueba prevista en el artículo 164 del CGP, según la cual toda decisión judicial debe fundarse en las que regular y oportunamente se allegan al proceso. Además, que, como viene de decirse, por tratarse de un régimen de culpa probada, la carga en este específico asunto radicaba en los demandantes quienes, para decirlo sin ambages, poco hicieron por acreditar los elementos de la responsabilidad médica y, en particular, la culpa y el nexo causal. (…)
Ni siquiera, en términos generales, la historia clínica es suficiente para acreditar la mala praxis del galeno; se necesita más que eso para establecer que lo que allí se consigna es contrario a lo que aconseja el devenir médico para un caso concreto. Por ello, retomando la importancia de la prueba técnica, y haciendo alusión a la historia clínica, dijo también la máxima Corporación, en la sentencia SC003-2018, del 12 de enero de ese año, con ponencia del Magistrado Luis Armando Tolosa Villabona, que:

“… la historia clínica, en sí misma, no revela los errores médicos imputados a los demandados. Esto, desde luego, no significa la postulación de una tarifa probatoria en materia de responsabilidad médica o de cualquier otra disciplina objeto de juzgamiento. Tratándose de asuntos médicos, cuyos conocimientos son especializados, se requiere esencialmente que las pruebas de esa modalidad demuestren la mala praxis”.
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Acta No. 393 del 30 de agosto del 2019 
En cumplimiento del Acuerdo PCSJA19-11327 del Consejo Superior de la Judicatura, procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 24 de agosto del 2012, proferida por el Juzgado Séptimo Civil del Circuito de Medellín, en el proceso ordinario que adelanta Nubia Suárez Benavides contra la Corporación para Estudios de la Salud -CES-.
1.
ANTECEDENTES

1.1.
Hechos.

Narra la demanda que Luis Emiro Rúa Monsalve, cónyuge de Nubia Suarez Benavides, mecánico de profesión y quien veía por ella, el día 26 de abril de 2008 sufrió un accidente de tránsito en el cual recibió un trauma cerrado de tórax y abdomen y fue atendido en la Corporación para Estudios en Salud -CES-, donde le practicaron exámenes de cara, cráneo y una radiografía de tórax con suturas, incluyendo el hemidiafragma izquierdo de donde fueron extraídas esquiarlas de vidrio. Sin embargo, el mismo día del accidente fue dado de alta con algunas especificaciones por parte de la corporación, para que regresara si presentaba alguno síntoma como mareo, vómito o mucho sueño. 
Se agregó que Luis Emerio, durante el domingo y el lunes presentó dolor constante y ardor en el pecho; ya el martes 29 de abril, el dolor en el hemidiafragma se hizo muy agudo y le produjo mareo, razón por la cual se dirigieron a la CES; una vez allí, el médico de urgencias concluyó que sus síntomas eran relacionados con el corazón y lo remitió a la Clínica Cardiovascular. En ese lugar hallaron un trauma abdominal cerrado con ruptura de vísceras y un derrame pleural bilateral, así que fue intervenido quirúrgicamente de manera inmediata y le extrajeron 4.000 centímetros cúbicos de sangre. El informe médico señaló un sangrado interno secundario a la ruptura del vaso, que a pesar de los esfuerzos médicos, el 1 de mayo de 2008 por descomposición del estado metabólico  produjo una falla renal, hepática, una difusión del ventrículo izquierdo y una pancreatitis traumática y falleció. 

De allí que la CES incurrió en una falla en la prestación del servicio, ya que el día del accidente, no obstante que presentaba laceraciones hacia el hemidiafragma izquierdo, les manifestaron al paciente y a la demandante que el dolor era normal por el trauma, lo cual ocasionó que, cuando volvió a consulta, se desestimara que el dolor y la sudoración tuvieran que ver con el accidente de tránsito y se omitiera atender el trauma abdominal que dio lugar al deceso de Luis Emerio. 

1.2.
Pretensiones.

Con fundamento en lo anterior se pidió (i) declarar a la Corporación para Estudios de la Salud -CES- responsable civilmente de los daños materiales y morales causados a la demandante; (ii) como consecuencia de lo anterior condenar al demandado pagar los perjuicios materiales (daño emergente y lucro cesante) y los extrapatrimoniales (daño moral); y (iii) condenar en costas al demandado. 
1.3.
Admisión y traslado. 

La demanda fue admitida, luego de algunas precisiones, como la de concretar los perjuicios patrimoniales en el lucro cesante, con auto del 10 de febrero de 2010. 

Enterada la demandada, se refirió a los hechos, se opuso a las pretensiones y planteó como excepciones las que nominó ausencia de culpa y  tasación excesiva del perjuicio. En síntesis, señaló que por la adecuada evolución del paciente fue dado de alta, aunque estuvo en observación 8 horas; que no era posible para el personal médico diagnosticar o sospechar de algún sangrado o trauma en alguna víscera en ese momento. 

Surtido el traslado de las excepciones, se decretaron y practicaron las pruebas en la medida de colaboración de las partes; luego se permitió alegar de conclusión, oportunidad que ambas partes utilizaron para ratificar sus posiciones. 

1.4.
Sentencia de primera instancia y apelación. 
Fue proferida el 24 de agosto del 2012 y en ella se desestimaron las pretensiones de la demandante y se le condenó en costas a favor de la demandada. 

     
En resumen, la providencia sostiene que la historia clínica es insuficiente para probar la negligencia de la entidad que atendió al paciente, situación que tampoco es demostrada por la parte accionante, toda vez que el dictamen y los testigos arrimados solo procuran acreditar los perjuicios causados, sin reparar en el nexo causal. 
Apeló la parte demandante, que insiste en estas situaciones: 

a)
La demanda se promovió, porque la entidad accionada incurrió en una falla en la prestación del servicio médico, pues al observar las laceraciones derivadas del trauma cerrado de abdomen y de tórax referenciado en la historia clínica, que al decir de los testigos fue severo, como quiera que al visitarlo lo encontraron hinchado, fue necesario que regresara el 29 de abril y se le remitió la Clínica Cardiovascular, donde le detectaron un hemiperitoneo severo, según los médicos que declararon, y el alto volumen de sangre extraído era el síntoma de una trauma por ruptura de vaso y páncreas. 

b)
De los testimonios escuchados por cuenta de ambas partes queda en evidencia la ocurrencia del hecho, el daño y la causa, que fue la falta de observación de la clínica CES, que no lo dejó hospitalizado en la primera ocasión, y en la segunda lo remitió a otro establecimiento, cuando por el volumen de sangre extraído han debido percatarse los médicos que lo atendieron de la complejidad a nivel abdominal. 

c) 
Por tanto, dice la sustentación, la prueba pericial era innecesaria frente al material probatorio con el que contaba el funcionario de primer grado, que permitía establecer la falta de diligencia y cuidado de los médicos de la CES en las dos oportunidades en que atendieron a Luis Emerio. 

La parte demandada replicó; dijo que se carece de elementos de prueba que permitan deducir la culpa que se les enrostra a los médicos de la clínica CES, tal como afirmó el Juzgado. 
2.
CONSIDERACIONES
  
2.1.
Revisada la actuación advierte esta Sala que los presupuestos procesales concurren cabalmente y no se avizora causal de nulidad que pueda dar al traste con el trámite. 
  
Ahora, en torno a la competencia de esta Colegiatura, se recuerda que fue atribuida por el Consejo Superior de la Judicatura, en el acuerdo inicialmente citado, lo que habilita para desatar la alzada. 

  
2.2.
La legitimación de las partes, asunto que debe asumirse de oficio, tampoco se resiente, en cuanto la historia clínica (f. f. 13 a 34 y 57 a 72) enseña que para el 26 de abril de 2008, Luis Emerio Rúa Monsalve fue atendido en la Clínica CES. Aunque la historia clínica reposa en copia simple, es claro que en este evento fue aportada por ambas partes, con lo que la demandada reconoció su autenticidad, en los términos del artículo 276 del Código de Procedimiento Civil, normativa vigente para cuando se surtió la primera instancia. Fuera de ello, la atención misma fue aceptada por la demandada al descorrer el traslado (f. 79, c. 1). 
  
Por lo demás, la demandante demostró la calidad de cónyuge de la víctima directa que aduce (f. 12, c. 1).

 
2.3.
El problema que debe abordar la Sala estriba en resolver si confirma la absolución dispuesta en primera instancia, o la revoca atendiendo las razones que aducen los recurrentes.
  
Se recuerda que la decisión de primer grado viene sustentada en que, en el caso presente, faltó acreditar la culpa de los galenos que atendieron a Luis Emerio Rúa en la Clínica CES y el nexo causal entre la prestación de ese servicio y su deceso.  
  
Entre tanto, la demandante concentra su alegato en que las pruebas (testimonios e historia clínica) apuntan todas en dirección a la deficiente atención dispensada el día 26 de abril de 2008 y posteriormente el 29 de ese mes, pues por las severas lesiones de la víctima era fácil deducir el trauma que luego condujo a su fallecimiento. 

  
2.4.
Para dilucidar la cuestión se comienza por rememorar que esta Colegiatura ha sido constante en señalar, en múltiples decisiones, las últimas de ellas proferidas por esta misma Sala el 12 de marzo y el 24 de abril del presente año, en los radicados 66001-31-03-004-2017-00063-01 y 66001-31-03-004-2015-00299-02, en su orden, que la responsabilidad civil médica comporta la concurrencia de varios elementos: la acción o la omisión por parte del galeno en el ejercicio de su profesión; el daño padecido por el paciente o, en general, por las víctimas, la culpa o el dolo y la relación causal entre una y otro; y si ella es contractual, por supuesto, es menester acreditar su fuente. 

Y que, por regla general, como el médico adquiere un compromiso de actuar dentro de los postulados legales y de la ciencia propia, de antaño se admite que su actividad involucra obligaciones de medio y no de resultado, a pesar de que, excepcionalmente, el galeno se pueda comprometer con este. Más claro es esto desde la vigencia de la Ley 1438 de 2011 que expresamente así lo consagra, en su artículo 104. 

Por tanto, lo normal es que quien demanda el resarcimiento de unos perjuicios derivados de una actividad de este tipo, deba probar la culpa. Así lo tiene decantado también de tiempo atrás el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria, como puede verse, por vía de ejemplo, en la sentencia de 17 de noviembre de 2011, Referencia: 11001-3103-018-1999-00533-01, M.P. William Namén Vargas, y recientemente en la sentencia SC003-2018, del 12 de enero de 2018, radicado 11001-31-03-032-2012-00445-01, M.P. Luis Armando Tolosa Villabona. 
No está por demás, señalar que en la sentencia SC9193-2017, de junio 28 de 2017, con ponencia del Magistrado Ariel Salazar Ramírez, luego de aludir a lo que ha sido la evolución en torno a la flexibilización de la carga probatoria, irrelevante para este caso, dijo la Corte que: 

Para la aplicación de la regla de cierre de la carga de la prueba no importa que el interesado haya sido diligente en el suministro de las pruebas o que haya estado inactivo; o que el juez haya impuesto a una u otra parte el deber de aportar pruebas, dado que la única posibilidad que la ley ofrece al sentenciador al momento de proferir su decisión, se enmarca en una lógica bivalente según la cual una vez probados los supuestos de hecho tiene que declarar la consecuencia jurídica, y ante la ausencia de tal prueba tiene que negar dichos efectos de manera necesaria, sin que pueda darse una tercera opción o término medio entre los argumentos de esa alternativa…”.

Eso tiene qué ver con la regla de la necesidad de la prueba prevista en el artículo 164 del CGP, según la cual toda decisión judicial debe fundarse en las que regular y oportunamente se allegan al proceso. Además, que, como viene de decirse, por tratarse de un régimen de culpa probada, la carga en este específico asunto radicaba en los demandantes quienes, para decirlo sin ambages, poco hicieron por acreditar los elementos de la responsabilidad médica y, en particular, la culpa y el nexo causal. 

Ha sido enfática esta Sala en advertir que en asuntos de esta envergadura, en los que la ciencia y la técnica juegan papel preponderante, un dictamen pericial se muestra aconsejable para dar sustento a los hechos alegados, porque una experticia, sin ser prueba única y determinante, le permite al juez aproximarse al conocimiento que requiere para definir la litis, pues con ella se puede descubrir el comportamiento, tanto del galeno, como de las instituciones que contribuyen a la prestación de un servicio de salud y concluir si se cumplieron las reglas que aconseja la ciencia médica. 

Así lo ha dicho en decisiones como las del 30 de julio de 2018, en el radicado 2016-00149-01, o en la del mes de marzo del presente año traída a colación,  en las que se citó, adicionalmente, la sentencia SC-2506-16 de la Sala de Casación Civil de la Corte. Incluso desde antes, dicha Corporación, en sentencia del 14 de diciembre de 2012, radicado 2002-00188-01, con ponencia del magistrado Arial Salazar Ramírez, en la que citó otra providencia del 26 de septiembre de 2002, expediente 6878, señaló que: 

Sin embargo –ha sostenido esta Corte– “cuando de asuntos técnicos se trata, no es el sentido común o las reglas de la vida los criterios que exclusivamente deben orientar la labor de búsqueda de la causa jurídica adecuada, dado que no proporcionan elementos de juicio en vista del conocimiento especial que se necesita, por lo que a no dudarlo cobra especial importancia la dilucidación técnica que brinde al proceso esos elementos propios de la ciencia –no conocidos por el común de las personas y de suyo sólo familiar en menor o mayor medida a aquéllos que la practican– y que a fin de cuentas dan, con carácter general las pautas que ha de tener en cuenta el juez para atribuir a un antecedente la categoría jurídica de causa. En otras palabras, un dictamen pericial, un documento técnico científico o un testimonio de la misma índole, entre otras pruebas, podrán ilustrar al juez sobre las reglas técnicas que la ciencia de que se trate tenga decantadas en relación con la causa probable o cierta de la producción del daño que se investiga. Así, con base en la información suministrada, podrá el juez, ahora sí aplicando las reglas de la experiencia común y las propias de la ciencia, dilucidar con mayor margen de certeza si uno o varios antecedentes son causas o, como decían los escolásticos, meras condiciones que coadyuvan pero no ocasionan…”.

Ni siquiera, en términos generales, la historia clínica es suficiente para acreditar la mala praxis del galeno; se necesita más que eso para establecer que lo que allí se consigna es contrario a lo que aconseja el devenir médico para un caso concreto. Por ello, retomando la importancia de la prueba técnica, y haciendo alusión a la historia clínica, dijo también la máxima Corporación, en la sentencia SC003-2018, del 12 de enero de ese año, con ponencia del Magistrado Luis Armando Tolosa Villabona, que:

…la historia clínica, en sí misma, no revela los errores médicos imputados a los demandados. Esto, desde luego, no significa la postulación de una tarifa probatoria en materia de responsabilidad médica o de cualquier otra disciplina objeto de juzgamiento. Tratándose de asuntos médicos, cuyos conocimientos son especializados, se requiere esencialmente que las pruebas de esa modalidad demuestren la mala praxis. 

Existiendo en la materia libertad probatoria, al ser el juez ajeno al conocimiento médico, la Corte tiene sentado que “(…) un dictamen pericial, un documento técnico científico o un testimonio de la misma índole, entre otras pruebas, podrán  ilustrar (…) sobre las reglas (…) que la ciencia de que se trate tenga decantadas en relación con la causa probable o cierta de la producción del daño que se investiga (…)” (CSJ. Civil. Sentencia 183 de 26 de septiembre de 2002, expediente 6878).

Las historias clínicas y las fórmulas médicas, por lo tanto, en línea de principio, por sí, se insiste, no serían bastantes para dejar sentado con certeza los elementos de la responsabilidad de que se trata, porque sin la ayuda de otros medios de convicción que las interpretara,  andaría el juez a tientas en orden a determinar, según se explicó en el mismo antecedente inmediatamente citado, “(…) si lo que se estaba haciendo en la clínica era o no un tratamiento adecuado y pertinente según las reglas del arte (…)”.

Así estaba dicho ya en otras ocasiones, como en las sentencias SC-2506-2016 y SC21828 de 2017. 

2.5.
Todo lo cual es de trascendencia para el caso de ahora, por cuanto, se dijo, el juzgado negó lo pedido tras ver que el proceso quedó huérfano de prueba sobre la culpa y el nexo causal. 

Por su lado, la demandante insiste en su alegato en que allí se equivocó, por cuanto la historia clínica y los testimonios recaudados permitían concluir que la gravedad del paciente era tal que desde el primer momento se le ha debido prestar la atención debida al trauma derivado de la ruptura del vaso y el páncreas, de suerte que la prueba pericial para el caso era innecesaria. 

Vuelta la mirada al recaudo probatorio, una primera cosa es evidente: ningún dictamen pericial se trajo que le permitiera al juzgado analizar si el comportamiento de los médicos y de la institución se ajustó a las reglas de la lex artis, prueba que, según viene de verse, es de radical importancia en casos como el de ahora, en el que se les achaca a los galenos una descuidada atención del paciente por no advertir la situación clínica que revelaba desde su primer ingreso por urgencias. 

Como bien señaló el funcionario, todo se reduce a la prueba documental, particularmente a la historia clínica, y a los testimonios vertidos. 

Para empezar por la primera, quedó dicho que ese documento es, por regla general, insuficiente para demostrar la culpa galénica o el nexo causal, mayormente si, como ocurre en este caso, la demanda no está edificada en su irregular diligenciamiento. Ahora bien, en ella se observa que el día 26 de abril de 2008, a las 3:10, fue atendido por urgencias el señor Luis Emerio Rúa Monsalve, luego de haber sufrido un accidente de tránsito. 

Al examen físico se le halló en regulares condiciones generales, escala de Glasgow 15/15, orientado, estado neurológico normal, alicorado (f. 13). Se ordenaron paraclínicos, como un TAC simple de cráneo; no se hallaron hematomas, no hemorragias, se tomó una radiografía de tórax, sin imágenes de hemotórax (sangre en la cavidad pleural), ni neumotórax (colapso pulmonar por filtración de aire); se sutura con prolene las heridas que lo requirieron; se le extrajeron unas esquirlas de vidrio (f. 14). 

En el certificado de atención médica para víctimas de accidentes de tránsito (f. 17), se consignaron tales hallazgos y sobre el abdomen se asentó que estaba normal; la conducta a seguir fue dejarlo en observación y tomar los paraclínicos aludidos. Nuevamente, en la evaluación del abdomen, se dejó plasmado que estaba blando, depresible y sin signos de trauma, para rematar con el diagnóstico de politraumatismo; TEC (traumatismo encefalocraneano) en evolución; trauma cerrado de tórax; e intoxicación etílica (f. 18). 
El mismo 26 de abril se le dio de alta a las 11:20 a.m. (f. 58 v.), pero con signos de alarma y fórmula. Sin embargo, re consultó en urgencias de la clínica CES (f. 66), y el diagnóstico fue: síncope y TV (taquicardia ventricular) con pulso vs bigeminismo (alternancia de latido sinusal y latido extrasistólico), por lo que se le remitió al Centro Cardiovascular Colombiano – Clínica Santa María, en ambulancia medicalizada (f. 66 v.). Allí le fue detectado un trauma cerrado de abdomen (f. 24), y en el resumen que reposa a folio 20 consta que el diagnóstico de egreso fue una falla multisistémica, estallido del bazo y un trauma pancreático. 

Como se puede observar, sin otro medio de prueba que desdiga de lo que se consignó en la historia clínica, para el día 26 de abril, el paciente no presentaba síntomas de alteración en el abdomen, por lo que fue dado de alta, con signos de alarma. 

Justamente, el libelo inicial narra en el hecho 9 que a la demandante se le indicó que en caso de que a su cónyuge le diera mucho sueño y no despertara, o le diera vómito, mareo o dolor de cabeza, regresara a la clínica. Y en el hecho diez, acepta que durante el domingo y el lunes Luis Emerio le reportó dolor en el tórax y ardor en las suturas, y el martes 29 de abril, después del baño, el dolor en el hemidiafragma se tornó agudo y le produjo mareo, así que lo llevó nuevamente por urgencias. 
Es decir, que los signos de alarma vinieron a manifestarse ese día, y a la consulta por urgencias la respuesta de remisión se produjo de inmediato, una vez se apreció que los síntomas podían guardar relación con un problema cardiaco. Al ser tratado por el nuevo centro asistencial, se pudo establecer que presentaba un trauma cerrado de abdomen que comprometía el bazo y el páncreas, situación que, se insiste, fue imperceptible para el galeno que lo atendió el día del accidente. Al menos, ninguna prueba en contrario hay sobre ese hecho. 
En cambio sí, la prueba testimonial, cuya valoración se critica, lo que hace es ratificar esa circunstancia. 

Para su análisis, comenzará la Sala por decir que coincide con la apreciación que hizo el funcionario de primera instancia en que las versiones de Martha Lucía Agudelo Diosa, Luis Arturo Agudelo Diosa y Yamile Andrea Agudelo Rivera (f. 1 a 5, c. 3), nada aportan al proceso en lo que a la cuestión médica se refiere, pues carecen ellos de formación profesional que les permita señalar que hubo una deficiencia en la atención brindada, en particular aquí, donde lo que se pone en entredicho es que la valoración que se le hizo a la víctima fue deficiente. Que ellos lo hubiesen visto deteriorarse en los días siguientes a la evaluación inicial que se le hizo, no se traduce necesariamente en un desconocimiento de las reglas médicas; más bien, lo que dejan entrever, como se anunció en la demanda, es que los síntomas graves del paciente solo se manifestaron el 29 de abril. Y si acaso durante los días 27 y 28 de abril ya él presentaba molestias serias en el abdomen, como dijo Luis Arturo, ha debido consultar antes del 29. Sin embargo, la otra deponente, Yamile Andrea, lo que dijo es que él se quejaba de dolor en el pecho, no en el abdomen, hasta que lo tuvieron que llevar otra vez a la clínica.  
Ahora, de los testimonios aportados por la demandada, son relevantes los de Carolina Jiménez Álvarez (f. 3, c. 3) y Sergio Díaz Rodríguez (f. 6, ib.); ambos testigos técnicos, pues atendieron al paciente entre el 26 de abril y el 1° de mayo de 2008. La primera, explicó brevemente que revisó a Luis Emerio cuando volvió a consulta porque había presentado un desmayo;  los exámenes realizados arrojaban unas encimas cardiacas altas, por lo que había qué descartar un trauma de miocardio o enfermedad coronaria, así que consultó con el intensivista y decidieron remitirlo a la Clínica Cardiovascular de Medellín. Dijo que incluso para ese día, cuando lo atendió, no presentaba signos de un trauma abdominal, ni de irritación peritoneal, de hecho, afirmó, en ningún momento refirió dolor en el abdomen. Mencionó que de acuerdo con la historia de la Clínica Cardiovascular, el diagnóstico inicial fue un trauma torácico y colapso hemodinámico, se le realizó una ecocardiografía, pero al no reportar hallazgos, se hizo ventana al abdomen y se halló un hematoma a ese nivel; sin embargo, insistió en que al examen físico ningún hallazgo había que hiciera sospechar un estallido del bazo, o un sangrado pancreático. 

El médico Díaz Rodríguez, que atendió a Luis Emerio el 26 de abril, reiteró que al examen abdominal no evidenciaba signos de trauma, ni dolor a la palpación, o signos de irritación peritoneal. El sangrado que presentó el paciente, dijo, se explica por un trauma abdominal oculto,  y fue tardío, esto es, después del día del accidente. 
Hubo otro testimonio, el de María Isabel Calle Morales (f. 1, c. 3), que a diferencia de los anteriores no es técnico, ya que nunca prestó servicios al paciente; su dicho parte de la simple revisión de la historia clínica. Y aunque dijo ser médico especialista en urgencias, su dicho se asemeja a lo que de data reciente refiere la Sala de Casación Civil, en la sentencia SC9193-2017 del 28 de junio de 2017, con ponencia del Magistrado Ariel Salazar Ramírez,, como un testimonio de experto, tesis que, ha dicho esta Sala, admitiría algunos reparos, como que sin que deba estar precedido de solemnidad alguna, pudiera ir en contravía de dictámenes periciales, o de testimonios técnicos, estos sí antecedidos de una serie de formalismos, como el juramento, la calidad del testigo o del perito, sus antecedentes personales y profesionales, para señalar solo algunos. Como es fácil verlo, esta es una teoría en construcción que viene a surgir años después del fallo de primer grado, con lo que para esa época era inviable considerarlo, aun cuando coincide con los otros galenos. 
Con este acervo, se puede responder a las críticas que la demandante le hace al fallo, pues el trauma cerrado de abdomen solo se vino a descubrir, porque no era manifiesto, ni perceptible el día del accidente, cuando en la Clínica Cardiovascular se le tomaron algunos exámenes, entre ellos, un TAC abdominal, dado que la ecocardiografía no arrojó los resultados que se esperaban para el diagnóstico inicial; ello justifica que el primer día, 26 de abril, se diagnosticaran un trauma torácico y unas laceraciones, que fueron atendidas. Así que, una vez se hicieron manifiestos, fue sometido al tratamiento que resultaba apropiado, pero que, por la severa falla, fue insuficiente para salvar su vida. 

En consecuencia, la afirmación que se hace en el sentido de que de los testimonios escuchados por cuenta de ambas partes quedó en evidencia la ocurrencia del hecho, el daño y la causa, es parcialmente cierta. El hecho no se discute; el daño tampoco, que fue la muerte. Pero lo que sí quedó sin respaldo probatorio es que los galenos que asistieron a Luis Emerio hubieran faltado a las reglas de la lex artis, pues de acuerdo con los síntomas que reportaba el paciente, lo sometieron a los exámenes necesarios, a las curaciones y a la medicación que en el primer momento fueron considerados pertinentes; así que ninguna culpa se les puede atribuir, porque, a fuerza de insistir, ninguna prueba, y especialmente pericial, se aportó que pudiera indicarle el funcionario de primer grado que sí hubo equivocación al atender al paciente. Y ya está dicho que la historia clínica es insuficiente, por sí sola, para demostrar una situación semejante.

Y aunque esto sería suficiente para prohijar el fallo, tampoco el nexo causal se acreditó, pues con el escaso material con el que se cuenta, en inviable señalar que la causa de la muerte viniera de una inadecuada atención al paciente el 26 o el 29 de abril. Como se ve, el origen fue un trauma severo de abdomen que probablemente ocurrió el día del accidente, pero que se tornó imperceptible para los médicos hasta el 29 de abril.

Por último, la remisión que del paciente se hizo a la Clínica Cardiovascular, también tiene una explicación adecuada, y es que para el 29 de abril, a primera vista, el problema del paciente era de tipo coronario, y por ello se requería la intervención de especialistas en ese campo. Así que tampoco allí se halla culpa alguna, o nexo causal de donde pueda derivar la responsabilidad de los médicos y, de paso, de la entidad demandada.
2.6. 
Viene de lo dicho, que el fallo de primer grado se confirmará y se cargará a la demandante con las costas de esta instancia. Estas se liquidarán siguiendo las pautas del artículo 366 del CGP, en primera instancia y de manera concentrada, en atención a que el tránsito de legislación para este proceso, de acuerdo con el artículo 625 del nuevo estatuto procesal, ocurrirá desde la notificación del presente proveído.
En auto separado, se señalarán las agencias en derecho. 

3.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, en acatamiento del Acuerdo PCSJA19-11327 del Consejo Superior de la Judicatura, CONFIRMA la sentencia del 24 de agosto del 2012, proferida por el Juzgado Séptimo Civil del Circuito de Medellín, en el proceso ordinario que adelanta Nubia Suárez Benavides contra la Corporación para Estudios de la Salud -CES-.
Costas a cargo de la recurrente y a favor de la demandada. Las agencias en derecho se fijarán en auto separado. 
Notifíquese
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO           

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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